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Diario Oficial de la Federación. 
 
Congreso de la Unión. 
 
El pasado 02 de diciembre se publica 
DECRETO por el que se reforman y adicionan 
los artículos 4o. y 27 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de bienestar. Las modificaciones al artículo 4° 
consiste en: 

- Constitucionalizar la obligación del 
estado de entregar una pensión no 
contributiva a las personas con 
discapacidad permanente menores de 
sesenta y cinco años, 

- Garantizar el acceso a la rehabilitación y 
habilitación de las personas que viven 
con discapacidad permanente, 

- Otorgar una pensión no contributiva a 
las personas adultas mayores de 
sesenta y cinco años. 

Ahora bien, en cuanto a la fracción XX del 
artículo 27 constitucional, se establece la 
obligación del estado de garantizar: 

- Un jornal seguro, justo y permanente a 
campesinos que cultiven sus tierras con 
árboles frutales, maderables y especies 
que requieren ser procesadas; 

- Un apoyo anual directo y fertilizantes 
gratuitos a productores de pequeña 
escala, y 

- Un apoyo anual directo a pescadores de 
pequeña escala. 

- Mantener los precios de garantía para el 
maíz, frijol, leche, arroz y trigo harinero 
o panificable, en los términos de las 
disposiciones aplicables. 
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Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5744205&fecha=02/12/2024#gsc
.tab=0 
  
Congreso de la Unión. 
 
El 02 de diciembre se publica DECRETO por el que se reforma y adiciona la fracción 
XII del Apartado A del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de vivienda para las personas trabajadoras, cuyo contenido 
consiste en la obligación de las empresas de aportar al fondo nacional de la 
vivienda, a efecto de que los trabajadores obtengan un crédito barato que les 
permita la adquisición o mejora; o bien adquirir suelo y construir vivienda; a su vez 
puedan adquirir vivienda en arrendamiento, cuya contraprestación no deberá 
exceder el 35% del salario del trabajador. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5744206&fecha=02/12/2024#gsc
.tab=0 
 
Tesis relevantes Poder Judicial Federal 

Registro digital: 2029677 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 172/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

INTERÉS FISCAL. EL ARTÍCULO 141, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE LOS CONTRIBUYENTES PODRÁN 
GARANTIZARLO CON TÍTULOS VALOR SÓLO EN CASO DE QUE SE 
DEMUESTRE IMPOSIBILIDAD DE GARANTIZAR LA TOTALIDAD DEL 
CRÉDITO MEDIANTE LAS OTRAS FORMAS PREVISTAS EN EL MISMO 
NUMERAL, RESPETA EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del artículo 141, 
fracción VI, del Código Fiscal de la Federación vigente en dos mil veintidós, el cual 
establece que los contribuyentes podrán garantizar el interés fiscal con títulos valor 
o cartera de crédito sólo en caso de que se demuestre imposibilidad de garantizar 
la totalidad del crédito mediante las otras formas previstas en el mismo precepto. Al 
respecto, argumentó que el numeral impugnado no satisface las exigencias del 
principio de razonabilidad porque el legislador, sin expresar alguna justificación en 
el dispositivo o en la exposición de motivos, estableció restricciones para garantizar 
el interés fiscal a través de títulos valor. El Juez de Distrito que conoció del asunto 
sobreseyó en el juicio. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y 
el Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento decretado y 
reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5744205&fecha=02/12/2024#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5744205&fecha=02/12/2024#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5744206&fecha=02/12/2024#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5744206&fecha=02/12/2024#gsc.tab=0
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 141, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación es 
acorde al principio de razonabilidad legislativa porque la medida implementada tiene 
un fin constitucionalmente válido, es idónea para alcanzar la finalidad buscada por 
el legislador y no afecta desproporcionalmente otros bienes constitucionales. 

 

Justificación: De la literalidad de la disposición mencionada, de su proceso 
legislativo, así como de una interpretación en conjunto con las normas que rigen el 
procedimiento administrativo de ejecución, es posible colegir que la intención del 
legislador fue otorgar a los contribuyentes otra manera de cumplir con su obligación 
de garantizar el interés fiscal a través de títulos valor; pero consideró necesario que 
fuera una medida excepcional por las cargas y complejidades que supondría para 
el Estado obtener el monto de lo adeudado por medio de la garantía referida. En 
ese sentido, dicho dispositivo tiene una finalidad constitucionalmente válida 
sustentada en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, del que se 
desprende que el sistema tributario tiene como objetivo recaudar los ingresos que 
el Estado requiere para satisfacer las necesidades básicas de la comunidad, de 
manera que éste resulte justo, equitativo y proporcional con el propósito de procurar 
el crecimiento económico y la más adecuada distribución del ingreso y la riqueza 
para el desarrollo óptimo de los derechos tutelados por la Constitución. Asimismo, 
existe una racional correspondencia entre la medida decretada y las finalidades 
trazadas, pues al establecer que para poder garantizar el interés fiscal a través de 
títulos valor es necesario que los contribuyentes demuestren la imposibilidad de 
garantizar la totalidad del crédito mediante los otros supuestos previstos en el 
numeral, es claro que se tendrá que privilegiar el uso de otras formas o medios de 
garantía que el legislador consideró de mayor asequibilidad para obtener el monto 
del crédito adeudado, mismo que, en su oportunidad, será utilizado por el Estado 
para satisfacer necesidades de carácter público. Finalmente, la medida no es 
desproporcionada en afectación a otros bienes constitucionales, pues con ésta no 
se limita derecho alguno, por el contrario, se otorga al contribuyente otra forma de 
cumplir con su obligación de garantizar el interés fiscal. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 846/2023. 3 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda Montesinos Solano. 

 

Tesis de jurisprudencia 172/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Registro digital: 2029637 



4 

 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 118/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA TRIBUTARIA. LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO OCTAVO DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CONTENIDAS EN EL DECRETO QUE LO 
REFORMA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 12 
DE NOVIEMBRE DE 2021, AL SUJETAR LOS PROCEDIMIENTOS RELATIVOS 
EN TRÁMITE A UN PLAZO DE 12 MESES PARA SU CONCLUSIÓN, SUPERA EL 
TEST DE PROPORCIONALIDAD, POR LO QUE NO VIOLA EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2022). 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto en el cual planteó 
la inconstitucionalidad del precepto referido, al considerar que implica un retroceso 
en el derecho de acceso a la justicia en torno a un mecanismo alternativo de solución 
de controversias. El juez de distrito del conocimiento negó el amparo y la parte 
quejosa interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la fracción III del Artículo Octavo de las disposiciones transitorias del 
Código Fiscal de la Federación, contenidas en el decreto que lo reforma, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 12 de noviembre de 2021, al prever que los 
acuerdos conclusivos que se hayan solicitado antes del 1 de enero de 2022 y que, 
a la fecha de entrada en vigor del decreto respectivo, se encuentren en trámite ante 
la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, deberán concluirse en un plazo 
que no excederá de 12 meses a partir de esa entrada en vigor, no transgrede el 
derecho de acceso a la justicia. 

Justificación: El límite de 12 meses referido persigue una finalidad objetiva y 
constitucionalmente válida, pues tomando en cuenta que es aplicable a un 
procedimiento arbitral de carácter optativo, pretende regular el tiempo en el que 
deberán concluirse los procedimientos de acuerdo conclusivo que se encuentren en 
trámite. Además, dicha medida es racional y adecuada porque pretende brindar 
mayor celeridad en su conclusión para evitar que cuando los contribuyentes y la 
autoridad fiscal suscriban un acuerdo total o parcial en el que los primeros corrijan 
su situación fiscal, o bien, cuando no se llegue a un consenso, el impacto por la 
determinación de recargos y actualizaciones sea menor para los contribuyentes. 
Finalmente, la medida es proporcional en sentido estricto porque si bien fija un lapso 
máximo para la tramitación de los procedimientos, no torna ineficaz la solicitud, pues 
sólo implica brindar celeridad a su conclusión, sin desaparecer el objetivo primordial 
de los acuerdos conclusivos. En consecuencia, la previsión de un determinado lapso 
de duración del procedimiento no implica una afectación desmedida al derecho de 
acceso a la justicia o que ello implique una regresión sino, más bien, busca atender 
de mejor manera al principio de impartición de justicia pronta previsto en el artículo 
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17 de la Constitución Federal, el cual debe permear también en los procedimientos 
de justicia alternativa de solución de controversias. 

SEGUNDA SALA. 

Amparo en revisión 453/2024. Marelli Tepotzotlán México, S.A. de C.V. 21 de agosto 
de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar 
Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 

Tesis de jurisprudencia 118/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Registro digital: 2029640 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 122/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

AGENCIA NACIONAL DE ADUANAS DE MÉXICO. SU REGLAMENTO INTERIOR 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

Hechos: Una empresa promovió amparo directo contra la resolución del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa que reconoció la validez de un crédito fiscal 
determinado por una autoridad aduanera, sustentado en el referido reglamento. Se 
concedió la protección constitucional al considerarse que ese ordenamiento otorga 
facultades a la citada agencia nacional que son de ejercicio exclusivo del Servicio 
de Administración Tributaria, sin tener sustento en la ley que regula a este último, 
por lo que viola el principio de subordinación jerárquica. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas de México 
no viola el principio de subordinación jerárquica. 

Justificación: Los artículos 17 y 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal prevén, por un lado, que para la eficaz atención y eficiente despacho de los 
asuntos de su competencia, las secretarías de Estado podrán contar con órganos 
administrativos desconcentrados que les estarán jerárquicamente subordinados y 
tendrán facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del ámbito 
territorial que se determine en cada caso, conforme a las disposiciones legales 
aplicables. Por otro, que en su reglamento interior, que será expedido por el 
presidente de la República, se determinarán las atribuciones de sus unidades 
administrativas, así como la forma en que los titulares podrán ser suplidos en caso 
de ausencia. Lo anterior constituye un reconocimiento del legislador ordinario de la 
facultad de autoorganización del Poder Ejecutivo en las atribuciones establecidas a 
su favor para distribuir los asuntos al interior de sus dependencias mediante la 
expedición de reglamentos interiores. La regla general es que el Congreso de la 
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Unión expida leyes en las que, respecto de la administración centralizada, distribuya 
competencias generales a cada secretaría, de tal forma que la organización y 
distribución de esas competencias entre los distintos órganos o unidades en cada 
una de ellas, se deja por delegación legal al Ejecutivo Federal y a los titulares de 
cada dependencia. Así, los órganos desconcentrados funcionan conforme a las 
disposiciones legales aplicables, por lo que tanto el Congreso de la Unión mediante 
ley, como el Poder Ejecutivo mediante un reglamento –en ejercicio de su facultad 
reglamentaria establecida en el artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal–, 
pueden válidamente crearlos. En consecuencia, el Reglamento Interior de la 
Agencia Nacional de Aduanas de México, a través del cual se crea ese órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con atribuciones 
para emitir resoluciones en el ámbito de su competencia y establece las que tiene a 
su cargo de manera exclusiva en auxilio del Servicio de Administración Tributaria, 
en términos de su artículo 1, no viola el principio de subordinación jerárquica. 

SEGUNDA SALA. 

Amparo directo en revisión 4213/2024. Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 
otra. 18 de septiembre de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Mauricio Tapia Maltos. 

Tesis de jurisprudencia 122/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Registro digital: 2029665 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 2a./J. 126/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. EL 
ARTÍCULO 48 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ADMITIR LA 
POSIBILIDAD DE SOLICITAR EN MÁS DE UNA OCASIÓN INFORMES, DATOS 
O DOCUMENTOS, O LA PRESENTACIÓN DE LA CONTABILIDAD O PARTE DE 
ELLA PARA EL EJERCICIO DE AQUÉLLAS FUERA DE UNA VISITA 
DOMICILIARIA, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2016). 

Hechos: Un contribuyente promovió amparo directo en contra de una sentencia 
dictada en un juicio contencioso administrativo, en la que se reconoció la validez de 
una resolución mediante la cual una autoridad tributaria le determinó un crédito 
fiscal. El promovente planteó la inconstitucionalidad del precepto señalado y el 
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Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo solicitado. 
Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 48 del Código Fiscal de la Federación, respeta los 
principios de legalidad y de seguridad jurídica al admitir la posibilidad de que en más 
de una ocasión la autoridad hacendaria solicite informes, datos o documentos, o la 
presentación de la contabilidad o parte de ella para el ejercicio de facultades de 
comprobación fuera de una visita domiciliaria. 

Justificación: Dentro de las facultades de gestión tributaria se encuentran las 
previstas en los numerales 22, 41, 41-A y 41-B (este último vigente hasta 2019) del 
Código Fiscal de la Federación; en cambio, las facultades de comprobación de la 
autoridad fiscal se establecen en el artículo 42 del código citado y tienen como 
finalidad inspeccionar, verificar, determinar o liquidar las referidas obligaciones, 
facultades que encuentran en el mismo ordenamiento legal invocado una regulación 
y procedimiento propios que cumplir. Ahora, si bien el diverso artículo 48 de dicho 
código no establece de manera expresa que la autoridad puede realizar solicitudes 
de informes, datos o documentos, o la presentación de la contabilidad o parte de 
ella para el ejercicio de facultades de comprobación fuera de una visita domiciliaria, 
posteriores a la que inició dichas facultades, lo cierto es que válidamente puede 
formular ulteriores requerimientos para conocer la situación fiscal del contribuyente, 
en tanto el artículo 16, párrafos primero y décimo sexto, de la Constitución Federal 
establece que el ente fiscalizador posee la encomienda de llevar a cabo la práctica 
de visitas domiciliarias para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos 
sanitarios y de policía, así como la de exigir la exhibición de los libros y papeles 
indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, lo 
cual se replica en la legislación tributaria para el despliegue de sus facultades de 
comprobación. Máxime que el citado artículo 48 no limita ni restringe a la exactora 
a efectuar un solo requerimiento de información y documentación, pues si estima 
necesaria más información dentro del mismo procedimiento, puede efectuar nuevas 
solicitudes respetando los términos y formalidades previstos para tales efectos, sin 
que dichos requerimientos adicionales impliquen que la autoridad hacendaria esté 
desplegando nuevas facultades. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 34/2024. Felipe Gaytán Vázquez. 21 de agosto de 2024. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres 
Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora. 

 

Tesis de jurisprudencia 126/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Registro digital: 2029636 
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: XVII.2o.8 K (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO. NO TIENE ESE 
CARÁCTER EL ACUERDO DE CIERRE QUE EMITE LA PROCURADURÍA DE LA 
DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE (PRODECON) EN EL PROCEDIMIENTO DE 
ACUERDO CONCLUSIVO. 

Hechos: Una persona moral promovió amparo indirecto contra el acuerdo de cierre 
emitido por la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (Prodecon) en el 
procedimiento de acuerdo conclusivo previsto en los artículos 69-C a 69-H del 
Código Fiscal de la Federación, debido a que la autoridad exactora no aceptó 
adoptar el mecanismo alternativo para regularizar su situación fiscal. La persona 
juzgadora desechó la demanda. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el acuerdo de 
cierre que la Prodecon emite en el procedimiento de acuerdo conclusivo, no es un 
acto de autoridad para efectos del juicio de amparo. 

Justificación: Si bien durante el procedimiento de acuerdo conclusivo contenido en 
los citados artículos 69-C a 69-H, la Prodecon puede considerarse una autoridad, 
en la medida en que sus atribuciones están previstas en la legislación y, como 
consecuencia, puede emitir actos en forma unilateral, en un plano de supra a 
subordinación frente a los particulares, sin necesidad de acudir a los órganos 
judiciales para hacer cumplir su voluntad, lo cierto es que ello no implica que todos 
sus actos durante el referido procedimiento sean impugnables en amparo, pues en 
cada caso tendrá que analizarse su naturaleza para determinar si crea, modifica o 
extingue, por sí y ante sí, situaciones jurídicas que afecten los derechos de las 
personas. El referido procedimiento es potestativo y se rige, entre otros principios, 
por el de voluntariedad, pues únicamente prospera si ambas partes están de 
acuerdo; en caso de existir oposición de alguna de ellas de acogerse a ese 
mecanismo alternativo, la procuraduría está impedida para emitir un acuerdo 
conclusivo vinculante, lo que implica una negación expresa a continuar con dicho 
medio alternativo y seguir con el procedimiento administrativo. En ese supuesto, la 
Prodecon debe limitarse, en términos del artículo 105 de los Lineamientos que 
regulan el ejercicio de sus atribuciones sustantivas, publicados en el Diario Oficial 
de la Federación el 27 de mayo de 2014, a notificar dicha circunstancia a la 
contribuyente y concluir con el procedimiento a través del acuerdo de cierre 
correspondiente, en el que existe la posibilidad de formular consideraciones acerca 
de si la negativa de la autoridad incide en violaciones graves y evidentes a los 
derechos de la contribuyente. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 431/2023. SDM Standars & Calibrations, S. de R.L. de C.V. 3 
de abril de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Blanco Gómez. 
Secretaria: Karla Jazmín Bernal Armendáriz.  

 

Registro digital: 2029646 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: XVII.2o.8 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. ESTÁ VINCULADA CON EL 
PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN QUE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL (IMSS) REALIZA AL DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS DE LA 
PERSONA CONTADORA PÚBLICA CERTIFICADA. 

 

Hechos: Una persona moral promovió amparo indirecto contra la orden de visita 
domiciliaria emitida por el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) como 
consecuencia de la revisión del dictamen de la persona contadora pública 
autorizada en materia de aportaciones de seguridad social dentro del régimen 
obligatorio del Instituto. La persona juzgadora negó la protección constitucional al 
estimar que la revisión del dictamen de estados financieros y la visita domiciliaria 
constituyen dos procedimientos de fiscalización diferentes. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la orden de visita 
domiciliaria y el procedimiento de revisión que el IMSS realiza al dictamen de 
estados financieros de la persona contadora pública certificada están vinculados, no 
obstante que sean procedimientos de fiscalización diferentes. 

Justificación: En la contradicción de tesis 445/2009, que dio origen a la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 19/2010, de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL EN EL SENTIDO DE QUE ANTE 
LAS IRREGULARIDADES DEL DICTAMEN FORMULADO POR CONTADOR 
PÚBLICO AUTORIZADO, PROCEDE EJERCER LA FACULTAD DE 
COMPROBACIÓN CONSISTENTE EN VISITA DOMICILIARIA.", la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que conforme a la legislación 
que norma los dictámenes sobre estados financieros y su revisión, las etapas del 
procedimiento de comprobación son las siguientes: I. El IMSS, como organismo 
fiscal autónomo, tiene la atribución de ordenar y practicar visitas domiciliarias, así 
como de solicitar la exhibición de libros y documentos, a fin de comprobar el 
cumplimiento de las obligaciones que establece la ley de la materia; II. Es obligación 
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de las patronales que tengan un promedio anual de trescientas o más personas 
trabajadoras en el ejercicio fiscal inmediato anterior, dictaminar el cumplimiento de 
sus obligaciones ante el IMSS por persona contadora pública autorizada y las 
patronales que no estén en este supuesto podrán optar por dictaminar de la misma 
forma; III. La consecuencia de dictaminar estados financieros es que la información 
en ellos contenida se presume cierta y, por ello, dichas contribuyentes no serán 
sujetas de visita domiciliaria por los ejercicios dictaminados excepto, entre otros 
supuestos, cuando derivado de la revisión interna del dictamen se determinen 
diferencias a su cargo y éstas no fueran aclaradas y, en su caso, pagadas; y IV. Si 
se determina alguna irregularidad, se hará del conocimiento de la persona contadora 
así como de la patronal, a quienes se conferirá un plazo de quince días para que 
manifiesten lo que a su derecho convenga y, en su caso, presenten las pruebas 
documentales que desvirtúen los hechos, y con vista en los elementos que obren 
en el expediente, se emitirá la resolución que proceda. El Alto Tribunal también 
estableció que "es en el momento en que el Instituto procede a revisar los 
dictámenes financieros elaborados por contador público autorizado cuando se 
inician las facultades de comprobación de dicho organismo fiscal autónomo". Por 
tanto, el plazo para iniciar la visita domiciliaria no es independiente del 
procedimiento de revisión de dictamen, pues cuando el IMSS lo lleva a cabo y 
detecta alguna irregularidad, la cual hace del conocimiento a la persona contadora 
pública y a la contribuyente para que en el plazo de quince días manifiesten lo que 
a su derecho convenga y transcurrido dicho plazo emita la resolución que 
corresponda, la que puede ser la procedencia de la determinación de cédulas 
fiscales o ejercer el resto de las facultades de comprobación que le otorga la ley 
(visita domiciliaria), dichas actuaciones quedan comprendidas dentro del 
procedimiento de comprobación de cumplimiento de obligaciones fiscales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 487/2023. Industrias Grayling de México, S.A. de C.V. 3 de abril 
de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Blanco Gómez. Secretaria: Karla 
Jazmín Bernal Armendáriz. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 19/2010 y la parte conducente de la sentencia 
relativa a la contradicción de tesis 445/2009 citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXXI, 
febrero de 2010, página 132 y XXXII, julio de 2010, página 681, con números de 
registro digital: 165228 y 22305, respectivamente. 

 

Registro digital: 2029663 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/5 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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EXENCIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. PARA CALCULARLA CUANDO 
SE OBTENGAN INGRESOS POR DIFERENCIAS DE PENSIÓN 
CORRESPONDIENTES A EJERCICIOS ANTERIORES, DEBE APLICARSE LA 
LEGISLACIÓN VIGENTE EN CADA UNO DE ÉSTOS. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, sustentaron criterios 
contradictorios al analizar la forma en la que debe calcularse el Impuesto Sobre la 
Renta, y la respectiva exención, cuando el contribuyente recibe el pago de 
diferencias de una pensión correspondiente a diversos ejercicios fiscales derivado 
del cumplimiento de un laudo. Mientras uno sostuvo que debería realizarse por un 
solo ejercicio como si se hubiere causado en el momento en que realmente fueron 
recibidas, el otro estableció que debió considerarse el total de días transcurridos 
durante el lapso de los ejercicios liquidados y dividirlo entre el monto total de lo 
recibido, a efecto de establecer si la cantidad resultante se encontraba exenta –o 
no– del pago del tributo en comento. 

 

Criterio Jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región 
Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México, determina que, para calcular la 
exención del impuesto sobre la renta cuando el contribuyente recibe el pago de 
diferencias de pensión que comprendan varios ejercicios, derivado de un laudo 
condenatorio, para el cálculo de la exención prevista en la ley, no es factible dividir 
dicho monto en los días que comprenda únicamente el ejercicio fiscal en el que se 
recibieron, sino que debe aplicarse la normativa vigente en cada uno de los 
ejercicios que correspondan a aquellos por los que se pagaron tales diferencias. 

 

Justificación: El artículo 6o., primer y segundo párrafos, del Código Fiscal de la 
Federación, establece que las contribuciones se causan conforme se realizan las 
situaciones jurídicas o de hecho previstas por las leyes fiscales vigentes durante el 
lapso en que ocurren, y se determinarán conforme a las disposiciones vigentes al 
momento de su causación, que es cuando se actualiza o nace el derecho a la 
exención, como excepción a la regla general de pagar los impuestos. 

Cuando en cumplimiento de un laudo se obtengan ingresos por concepto de 
diferencias de pensión, correspondientes a periodos anteriores en que se dejaron 
de pagar, debe considerarse causado el impuesto sobre la renta y la respectiva 
exención, en el año en el que efectivamente se tuvo que haber obtenido dicho 
ingreso y generado el impuesto y no en el que se pagaron las diferencias. 

Por tanto, no puede considerarse que la exención del impuesto sobre la renta, por 
la obtención de pensiones, jubilaciones o haberes de retiro, deba aplicarse sólo por 
el monto previsto en un ejercicio, a la suma total del monto percibido en una sola 
exhibición con motivo de lo ordenado en un laudo, sino por cada uno de los ejercicios 
que correspondan a aquellos por los que se pagaron tales diferencias, y conforme 
a la normativa ahí vigente. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN 
CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 41/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 15 de 
mayo de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado y María 
Amparo Hernández Chong Cuy, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: 
Magistrada Rosa Elena González Tirado. Secretaria: María Isabel Pech Ramírez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 151/2019, el cual dio origen a la tesis aislada III.7o.A.36 
A (10a.) de rubro: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. FORMA DE CALCULAR EL 
MONTO DIARIO DE LA CUOTA PENSIONARIA CUANDO EL CONTRIBUYENTE 
RECIBIÓ EL PAGO DE DIFERENCIAS DE SU PENSIÓN QUE ABARCAN 
DISTINTOS EJERCICIOS FISCALES, PARA VERIFICAR SI REBASA O NO EL 
TOPE DE EXENCIÓN DE DICHO TRIBUTO (LEGISLACIONES VIGENTES HASTA 
EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 13 de noviembre de 2020 a las 10:24 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 80, Tomo III, 
noviembre de 2020, página 1993, con número de registro digital: 2022403, y 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 160/2022. 

 

Registro digital: 2029670 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/45 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. ACREDITAMIENTO DEL PAGADO EN LA 
IMPORTACIÓN POR CONTRIBUYENTES QUE REALIZAN OPERACIONES 
LINEALES (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2018 Y 2020). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar los requisitos para la procedencia del acreditamiento del 
impuesto al valor agregado pagado en la importación de bienes por un contribuyente 
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que se dedica a realizar operaciones lineales. Mientras que dos consideraron que 
bastaba demostrar la estricta indispensabilidad de los bienes importados para la 
realización del objeto social del contribuyente, el otro estimó que, además, se 
requería que el impuesto acreditable y el trasladado se relacionaran con los mismos 
bienes tangibles. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región 
Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que para acreditar 
el impuesto al valor agregado pagado en la importación por los contribuyentes que 
realizan operaciones lineales consistentes en la importación de bienes para su 
posterior enajenación en territorio nacional, es innecesario que exista identidad 
entre los bienes importados y los que se enajenan en el mes de que se trate. 

 

Justificación: De los artículos 1o., fracción IV, 4o., 5o., fracciones I a V, 24, fracción 
I, 26, 27 y 28 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 15 y 56 de su Reglamento 
vigentes en 2018 y 2020, así como de lo sustentado por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo en revisión 1079/2018, 
deriva que para que los contribuyentes que realizan operaciones lineales puedan 
acreditar el impuesto pagado en la importación, deben cumplir con lo siguiente: (I) 
que el impuesto corresponda a bienes estrictamente indispensables para realizar 
las actividades gravadas; (II) que en la documentación correspondiente conste por 
separado el entero del tributo; y (III) que el impuesto haya sido efectivamente 
pagado en el mes de que se trate. Sin que para ello se imponga como condición, 
tratándose de operaciones lineales, que exista identidad entre los bienes importados 
y los enajenados en el mes de que se trate. Exigirlo no sólo sería incompatible con 
el sistema de acreditamiento previsto para el impuesto al valor agregado pagado en 
la importación, sino que obligaría al contribuyente a soportar negativamente el 
impuesto hasta que enajenara la totalidad de los bienes importados, lo cual dejaría 
de atender la capacidad contributiva que debe ser determinada conforme a los actos 
o actividades realizadas en el mes de que se trate. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN 
CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 277/2023. Entre los sustentados por el Cuarto, el Décimo 
Segundo y el Décimo Octavo Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 4 de julio de 2024. Tres votos de las Magistradas Adriana Leticia 
Campuzano Gallegos y Silvia Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro 
Villagómez Gordillo (presidente). Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. 
Secretarios: Soledad Tinoco Lara y Martín Daniel Brito Moreno. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
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Circuito, al resolver la revisión fiscal 131/2022, el sustentado por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 
revisión fiscal 159/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 
635/2021. 

 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas. 


